


La Corporación Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo (CCAJAR) ha sido acompañada por Peace 
Brigades International desde 1995.

Reinaldo Villalba (CCAJAR) en las oficinas del Colectivo de Abogados, Bogotá. 

Descripción del trabajo de 
la organización

La Corporación Colectivo de Abogados José Al-
vear Restrepo (CCAJAR) —organización no guberna-
mental colombiana defensora de derechos huma-
nos— es reconocida a nivel nacional e internacional 
por asesorar jurídicamente y representar legalmente a 
víctimas de violaciones de derechos humanos en casos 
emblemáticos de Colombia tanto dentro del sistema 
jurídico colombiano como frente el Sistema Interamer-
icano de Derechos Humanos.  

La misión institucional del Colectivo de Aboga-
dos es defender y promover los derechos humanos 
desde una perspectiva integral —partiendo de su in-

divisibilidad y la interdependencia de todos los dere-
chos y libertades— para contribuir a la lucha contra la 
impunidad y a la construcción de una sociedad justa y 
equitativa. Trabajan en la perspectiva de la inclusión 
política, económica, social y cultural y propenden por 
el respeto y la plena vigencia de los derechos de los 
pueblos a la soberanía, autodeterminación, desarrollo 
y paz con justicia social. Sus principales objetivos insti-
tucionales incluyen: 

 → superar las estrategias y mecanismos de impu-
nidad que han predominado en casos de graves vio-
laciones a los derechos humanos y crímenes de lesa 
humanidad; 

 → establecer la verdad sobre crímenes de lesa 



humanidad perpetrados en Colombia y buscar que se 
investiguen, juzguen y sancionen a sus responsables 
y exigir la reparación integral de los daños causados, 
tanto individual como colectivamente, así como la re-
construcción del tejido social; y 

 → aportar en el fortalecimiento de los procesos 
organizativos de las víctimas, familiares, comunidades 
y sectores sociales para la defensa, exigibilidad y con-
quista de sus derechos.

Transnacionales, 
megaproyectos y derechos

En lo que tiene que ver con los derechos 
económicos, sociales y culturales, CCAJAR representa 
a sectores y comunidades frente a violaciones cometi-
das en el contexto de la operación de transnacionales 
y megaproyectos. Igualmente, el Colectivo de Aboga-
dos participó en el Tribunal Permanente de los Pueblos 
(TPP-capítulo Colombia) que incluía siete audiencias 
de 2006 a 2008 —una de las cuales trataba de la pro-
tección de pueblos indígenas frente riesgos de explo-
tación e intereses económicos—. 

En litigio contra transnacionales, el Colectivo 
de Abogados representa jurídicamente ante tribu-
nales nacionales al sindicato SINTRAMIENERGÉTICA 
en el caso derivado de su exigibilidad de derechos fr-
ente al presunto accionar de la empresa Drummond 
en los asesinatos de Locarno Rodríguez y Víctor Hugo 
Orcasita Amaya, presidente y vicepresidente del mis-
mo sindicato. También al sindicato SINALTRAINAL en 
casos derivados de su exigibilidad de derechos frente 
al accionar de las empresas Coca-Cola y Nestlé. Asi-
mismo, en representación de la Comunidad de Paz 
de San José de Apartadó CCAJAR ha buscado que el 
Estado colombiano —en cumplimiento a sus obliga-
ciones internacionales de investigación, juzgamiento y 
sanción— inicie los procesos correspondientes por los 
presuntos vínculos de Chiquita Brands International 
con el paramilitarismo. Asimismo, representa a vícti-

mas y a la parte civil en la masacre de Guasimil (2006) 
y la masacre del Limón (2001), donde la fuerza pública 
presuntamente asesinó a tres indígenas Wayu y 14 in-
dígenas Wiwas bajo un contexto de comunidades de 
La Guajira afectadas por la implementación de mega-
proyectos carboníferos en los que intervienen diversas 
compañías transnacionales. 

Extradición de 
paramilitares y reelección

En 2008, el Colectivo de Abogados fue protago-
nista en la lucha contra la extradición de jefes paramili-
tares a los Estados Unidos. Su argumento —junto con 

Su protagoniSmo político también ha incluido 
una demanda contra el acto legiSlativo que 
permitió la reelección del actual preSidente 
de la república

Eduardo Carreño (CCAJAR) y Simone Droz (PBI).



el Movimiento Nacional de Víctimas de Crímenes de 
Estado (MOVICE)— es que las extradiciones impiden 
un proceso de verdad, justicia, y reparación integral. 
Su protagonismo político también ha incluido una de-
manda contra el acto legislativo que permitió la reelec-
ción del actual presidente de la República, Álvaro Uribe 
Vélez, y una intervención ciudadana que argumenta 
que incurrieron vicios de inconstitucionalidad durante 
el trámite de este mismo acto legislativo.

Red nacional e 
internacional

A nivel internacional CCAJAR se encuentra afili-
ado desde 1991 a la Organización Mundial contra la 
Tortura (OMCT), a la Federación Internacional de Dere-
chos Humanos (FIDH) desde 1994 y está registrada 
ante la Organización de Estados Americanos (OEA). Ac-
tualmente tramita status consultivo ante la ONU. 

A nivel nacional el Colectivo de Abogados es 
miembro del Comité de Impulso del Movimiento Na-

cional de Víctimas de Crímenes de Estado dando ase-
soramiento a los capítulos en amplias regiones del 
país. También participa en la Coordinación Colombia-
Europa-Estado Unidos (CCEEU).

Breve historial
CCAJAR tiene 30 años de experiencia en la pre-

vención, defensa y promoción de los derechos huma-
nos. Sus principales promotores fueron un grupo de 
profesionales de distintas disciplinas de la Asociación 
Nacional de Profesionales (ASONALPRO) quienes 
asistían de manera integral a víctimas y familiares en 
casos de graves violaciones a los derechos humanos. 
En 1980 el Colectivo de Abogados adquiere personería 
jurídica y se convierte en una de las primeras organiza-
ciones defensoras de derechos humanos en Colombia 
compuesta por abogados y abogadas. En 1995 se in-
corpora al trabajo institucional de CCAJAR la promo-
ción y defensa de los derechos económicos, sociales 
y culturales implementando una visión de indivisibi-

Pilar Rueda, integrante de CCAJAR. 



lidad, universalidad e interdependencia de todas las 
categorías de derechos humanos. A partir de 1999 se 
fortalece el trabajo internacional de CCAJAR reestruc-
turando el trabajo ante órganos intergubernamentales 
de supervisión (Naciones Unidas, OEA y Organización 
Internacional del Trabajo – OIT) con el establecimiento 
de un equipo especializado para el desarrollo de es-
tas labores. Es relevante la aceptación como ONG con 
status consultivo ante la OEA en noviembre de 2000. 
En este sentido, el Colectivo de Abogados ha logrado 
fallos a favor de las víctimas ante la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos siendo algunos los casos 
de Wilson Gutiérrez Soler, Germán Escué Zapata, la 
masacre de La Rochela y la masacre de Mapiripán.

Reconocimientos
El Colectivo de Abogados ha ganado varios pre-

mios tanto como ONG como sus miembros individual-
mente. Se debe destacar la entrega en 1996 del pre-
mio de derechos humanos de Weimar y el premio de 
la República Francesa, la entrega del premio Martín 
Ennals a Alirio Uribe Muñoz en 2003, la entrega del 
premio al Abogado Internacional de Derechos Huma-
nos en abril de 2006 a Soraya Gutiérrez Argüello por 
la Sección de Derecho Internacional del American Bar 
Association (ABA - Colegio Americano de Abogados), 
junto a su nominación en mayo de 2006 al premio a 
los Defensores de Derechos Humanos en Riesgo he-
cha por la organización irlandesa Front Line. Destaca 
la entrega del premio anual 2008 George Meany-Lane 
Kirkland Human Rights Award a Yessika Hoyos Morales 
por parte la central sindical estadounidense AFL-CIO.

Alirio Uribe, una de las personas más perseguidas de CCAJAR, en la Sierra Nevada de Santa Marta impartiendo un 
tallera indígenas Arhuacos. Foto: Sebastian Roetters



Los señalamientos 
dirigidos hacia CCAJAR no 

paran
En febrero de 2004, el entonces presidente de 

Colombia, Álvaro Uribe, declaró dentro de la sede del 
Parlamento Europeo en Estrasburgo frente a las par-
lamentarias y parlamentarios, que lamentaba la pre-
sencia de «un abogado que deambula como un fantas-
ma por los pasillos del Parlamento Europeo que es del 
Colectivo de Abogados que defiende la guerrilla»1. La 
persona quien probablemente más se conmocionó en 
ese momento fue Reinaldo Villalba Vargas, vicepresi-
dente del Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo 
(CCAJAR). 

En los primeros meses del año 2010 se han co-
nocido más detalles sobre las operaciones clandesti-
nas que reveló la revista Semana el año pasado2 contra 
sindicalistas, periodistas y defensores y defensoras de 
derechos humanos, perpetradas por el Departamento 

Administrativo de Seguridad (DAS), organismo adscrito 
a la presidencia. Además de la «Operación Transmile-
nio» que ordenaba «neutralizar las acciones de ONG 
en Colombia y en el mundo» y del seguimiento a la 
familia de Alirio Uribe3, ahora se sabe que existía la 
«Operación Arauca» con el fin de «establecer víncu-
los entre CCAJAR y ELN»4, por otra parte se señala sin 
fundamento a Eduardo Carreño5 como partícipe de un 
presunto plan llamado «Espada de Bolívar» que ten-
dría el propósito de los gobiernos venezolano y cubano 
de extender por Latinoamérica la revolución Bolivaria-
na6. Con el objetivo de generar controversia se divulga-
ron comunicados a través de páginas Web como la Cor-
poración Verdad y Justicia y medios de comunicación7. 

Otro problema que han experimentado los 
miembros de CCAJAR —y del que han sido testigos 
los miembros de PBI dentro de las salas penales— son 
las acusaciones falsas8. Debido a que los abogados del 
CCAJAR llevan muchos casos sensibles en los que se 
acusan a funcionarios estatales, miembros de las fuer-

Sylvain Lefebvre (PBI) y Alirio Uribe (CCAJAR) en un plantón frente a la Procuraduría General de la Nación. 



zas armadas y ex paramilitares, una táctica común por 
parte de los defensores de estos acusados es denun-
ciar ante el juez que los abogados y abogadas de CCA-
JAR tienen vínculos con organizaciones insurgentes9. A 
muchos abogados de CCAJAR les ha ocurrido esto por 
el simple hecho de haber defendido a la parte civil en 
casos polémicos —como le ha ocurrido a Rafael Ba-
rrios10— quien ha llevado procesos relacionados con 
las desapariciones forzadas tras la retoma del Ejército 
Nacional del Palacio de Justicia en 1985, entre otros.

Pero no todos los señalamientos tienen origen 
directo en actores estatales. Un comunicado emitido 
en abril de 2010 y firmado por el grupo «Los Rastrojos» 
señaló a CCAJAR como «objetivo militar», este grupo 
armado ilegal tiene base en el suroccidente del país 
—lugar donde CCAJAR también realiza sus labores— y 
exige que esta organización abandone su discurso de 
ataque «a las buenas y nobles intenciones del alto Go-
bierno a favor de la paz o de lo contrario iremos más 
allá de las amenazas y regresaremos a las actuaciones 
de los 90 sin piedad ni temor alguno»11.

Los señalamientos no ocurren únicamente den-
tro de las fronteras colombianas y una muestra de ello 
es el caso de Luis Guillermo Pérez. Este abogado de 
CCAJAR tuvo que exiliarse en 2002 después de recibir 
amenazas y de aparecer en una lista de personas bus-
cadas por el Ejército colombiano acusado de ser res-
ponsable de realizar una «guerra jurídica» a favor del 
ELN12. Durante el último año de su exilio y en calidad 
de secretario general de la Federación Internacional 
de Derechos Humanos (FIDH)13, el periódico El Tiempo 
publicó que CCAJAR hacía parte de la «diplomacia in-
ternacional de las FARC»14. Asimismo, al encontrarse el 
abogado Pérez en una reunión en Ginebra, el entonces 
vicepresidente Francisco Santos manifestó «Ah, aquí 
está el bárbaro» frente a funcionarios de Naciones 
Unidas15. En vista de que entre otras razones ha sido 
imposible alejarse por completo de las amenazas y di-
famaciones, Luís Guillermo Pérez ha decidido regresar 
a Colombia en agosto para volver a sus labores como 
abogado de CCAJAR.

Medidas de protección
Debido a una situación de constantes amenazas 

y hostigamientos, desde el 2001 el Colectivo de Aboga-
dos cuenta con medidas cautelares de la Comisión In-
teramericana de Derechos Humanos (CIDH), las cuales 
son implementadas por parte del programa de protec-
ción del Ministerio de Interior. Con el paso de los años, 

diferentes miembros de CCAJAR han tenido que exiliar-
se fuera de las fronteras colombianas, aunque algunos 
han podido regresar al país para seguir con su trabajo 
en Colombia. 

Casos Emblemáticos 
Algunos de los casos más emblemáticos del Col-

ectivo de Abogados, incluyen: 

 → Cajamarca (2003-2004). Departamento: Toli-
ma. Tres casos vinculados de detención masiva e arbi-
traria, ejecuciones extrajudiciales, y la masacre de una 
familia. Todos presuntamente cometidos por miem-
bros del Ejercito Nacional.

 → Viotá (2003). Departamento: Cundinamarca. 
Más de 60  asesinatos y desapariciones forzadas tras 
un periodo de seis meses en que alegan colaboración 

CCAJAR asesora legalmente a la comunidad indígena 
Wiwa. 



estrecha entre el Ejercito Nacional y las Autodefensas 
Campesinas de Casanare.

 → Montes de María (2001). Departamento: Su-
cre. Un patrón de desapariciones, masacres y hostiga-
miento de la población civil. Estos crímenes incluyen la 
masacre de Chengue donde las Autodefensas Unidas 
de Colombia (AUC) asesinaron a 25 personas. La fuerza 
pública ha sido responsabilizada por actas de omisión 
en esta masacre.

 → Masacre de Mapiripán (1997). Departamento: 
Meta. La masacre de 50 civiles, torturados y descuarti-
zados, con el desplazamiento forzado del 80% de la po-
blación sobreviviente. El Colectivo de Abogados logró 
condenas de miembros del Ejercito Nacional y grupos 
paramilitares, incluyendo el General del Ejército Jaime 
Alberto Uscátegui.

 → Masacre de Trujillo (1988-1994). Departamen-
to: Valle de Cauca. Un serie de desapariciones forza-
das, asesinatos, y torturas alrededor del municipio de 
Trujillo con mas de 320 víctimas.

 → Masacre de La Rochela (1989). Departamen-
to: Santander. Un caso llevado frente a la CIDH por el 
asesinato de 15 funcionarios de la rama judicial. La 
sentencia de la Corte de11 mayo 2007 reconoce la res-
ponsabilidad del Estado colombiano y el derecho a la 
verdad, justicia y reparación para las víctimas.

 → Palacio de Justicia (1985). Bogotá, D.C. El Colecti-
vo de Abogados lleva casos contra altos mandos del Ejér-
cito Nacional por la tortura y desaparición forzada de 11 
personas durante la toma del Palacio de Justicia frente a 
una acción armada del M-19. Diez de las víctimas siguen 
desaparecidas, mientras el cuerpo de una empleada de la 
cafetería del Palacio fue descubierto en el año 2000.

Los miembros de CCAJAR. De la izquierda: Soraya Gutiérrez, Reinaldo Villalba, Pilar Silva, Alirio Uribe Muñoz, Dora 
Lucy Arias, Rafael Barrios Mendivil, Jomary Ortegón, Luis Guillermo Pérez y Eduardo Carreño. Y en la izquierda y dere-
chas: Isabella Flisi y AnaVicente Moreno de PBI.



 → Manuel Cepeda Vargas. Departamento: Cun-
dinamarca. Líder político, periodista y, en los últimos 
años de su vida, senador de la República asesinado el 
9 de agosto de 1994. El proceso judicial ha podido es-
tablecer que el operativo en el que se dio muerte al 
senador fue realizado por un equipo mixto compuesto 
por suboficiales del Ejército Nacional y sicarios de gru-
pos paramilitares.

 → Masacres en Barrancabermeja. Departamento: 
Santander. Las masacres del 16 y 28 de febrero del año 
1999 dejaron múltiples personas asesinadas y desapa-
recidas en esta cuidad petrolera.

 → Sindicalistas de Arauca. Departamento: Arauca. 
El caso de las ejecuciones extrajudiciales de los sindica-
listas y líderes sociales, Leonel Goyeneche, Alirio Mar-
tínez, y Jorge Prieto, por parte del Ejército Nacional el 
5 de agosto de 2004.

 → Listado del DAS. Departamento: Atlántico. El 
caso de los homicidios de sindicalistas y líderes socia-
les y de oposición quienes fueron puestos en listas que 
el entonces director del DAS, Jorge Noguera Cotes, en-
tregó a estructuras paramilitares.

 → Pueblo Kankuamo. Departamento: Cesar. El Co-
lectivo de Abogados acompaña a este pueblo indígena 
que ha sufrido 342 asesinatos en los últimos 25 años, 
además de amenazas, desplazamientos forzados, des-
apariciones forzadas y detenciones arbitrarias por par-
te de la fuerza pública y estructuras paramilitares. El 
pueblo kankuamo goza de medidas provisionales de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos desde el 
2 de julio de 2004.

 Contactos
Dirección: Apartado Aéreo 33035/Ed. Avianca, Calle 
16 No. 6-66 Piso 25 Bogotá, Colombia
TEL: (571) 2846120 - 2846040 - 2812285 – 2849614
Fax: (571) 2824270
Correo electrónico: colect@colectivodeabogados.org
Página Web: www.colectivodeabogados.org
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